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RESUMEN 

 

 En nuestro país, el Tribunal Constitucional, es el organismo encargado 

de ver que se respete constitucionalmente los derechos de los ciudadanos, 

además de resolver los aspectos en lo que se les afecte total o parcialmente, 

sin menoscabarlo. Siendo su función realizarlo necesariamente por ser este 

órgano especializado, máximo intérprete de la constitución. Gozando de su 

independencia y autonomía, le permite resolver las demandas en estricto 

cumplimiento a las normas jurídicas establecidas y sustentadas por la 

Constitución Política. Siendo sus sentencias emitidas deben ser de 

cumplimiento obligatorio para todos cuantos resulten inmersos dentro de un 

determinado proceso. 

 La presente investigación, se deriva del análisis realizado sobre una 

sentencia en la ciudad de Lima, emitida por el Tribunal Constitucional 

referente a una mal llamada “ley anti tránsfuga” (Resolución Legislativa del 

Congreso Nº 007-2016-2017-CR, que modificó el Art. 37.5 del Reglamento del 

congreso), la que se incorporó en el reglamento del Congreso, con el único 

objetivo que los congresistas al no estar de acuerdo con las decisiones de sus 

agrupaciones originarias, puedan agruparse con otros, que por diversos 

motivos también hayan renunciado a sus respectivas agrupaciones, con las 

que obtuvieron un escaño congresal. Así este máximo tribunal, lo declaró 

inconstitucional argumentando, que afectaba lesivamente los derechos 

constitucionales que tenían los parlamentarios. 
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 La acción de inconstitucionalidad, su tratamiento no ha sido el esperado, 

los tratadistas no le han dado la importancia debida; es decir, no lo han 

abordado con la profundidad que se merece, por lo que la bibliografía 

existente es pequeña y la que se posee básicamente abarca los fundamentos 

y teoría básica de la Justicia Constitucional. Esto es lo que sucede 

actualmente en países donde es considerada como medio de control 

constitucional, casos de Perú y muchos países de América Latina. 

 Siendo reconocida por la Constitución Política promulgada el año 1993 

como garantía constitucional, su finalidad es imponer sobre otros principios 

como “jerarquía de las normas jurídicas” o “primacía de la Constitución”, para 

qué basándose se pueda declarar la norma como inconstitucional, por 

consiguiente, se le someta a su derogatoria respectiva. 

 Para Huerta (2013) “El proceso de inconstitucional, se interfiere con el 

objeto de invalidar la norma que contravenga la constitución, porque el fin 

superlativo es preservar la norma constitucional, para que así los derechos 

humanos no se vean afectados” (p. 31). Considerada como una garantía 

especial, que se somete al Tribunal Constitucional, en casos de 

infraccionamiento contra la letra de la Constitución, por expedición de leyes o 

decretos leyes (D.L.). 

 La Constitución de 1993, artículo 200, inciso 5, respecto al proceso 

inconstitucional, indica su procedencia en contra de normas como leyes, D.L., 

decretos de urgencias, entre otros. También se incluyen a las normas 

regionales y ordenanzas municipales que quebranten la CPP, ya sea en la 

forma o en el fondo. 
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I.- DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

 

 En el diario oficial “El Peruano”, con fecha 15 de octubre del 2016 se publicó 

la Resolución Legislativa del Congreso Nº 007-2016-2017-CR, la cual pasaba a 

modificar artículos 22, 37 y 76 de su reglamento, siendo el objetivo el de que los 

congresistas no sigan practicando el transfuguismo, acción tan practicada en 

diferentes gobiernos anteriores. De todos los señalados, solamente se estudiará 

el artículo 37 porque es el objetivo del estudio investigativo y a la letra dice:  

Artículo 2. Incorporación del numeral 5 al artículo 37 […] “Los Grupos 

Parlamentarios. Definición, Constitución y Registro. 

Artículo 37. Los Grupos Parlamentarios son conjuntos de Congresistas que 

comparten ideas o intereses comunes o afines y se conforman de acuerdo a las 

siguientes reglas: 

[…] 5. No pueden constituir nuevo Grupo Parlamentario ni adherirse a otro los 

Congresistas que se retiren, renuncien, sean separados o hayan sido 

expulsados del Grupo Parlamentario, partido político o alianza electoral por el 

que fueron elegidos, salvo el caso de alianzas electorales conforme a ley, que 

hayan decidido disolverse, en cuyo caso podrán conformar Grupo Parlamentario 

conforme al numeral 1.  

Así mismo el presente trabajo se justifica por la razón que tenemos derecho a 

ser iguales ante la ley, asimismo de participar ya sea individual o asociadamente 

en la vida política de la Nación, eso nos garantiza nuestra Constitución Política. 
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II.- MARCO TEÓRICO 

 

2.1 Antecedentes 

  En el país de Paraguay, sus procesos constitucionales los establece el 

Código Procesal Civil, no siendo enfocados bajo el contexto histórico sino en 

la jurisdicción constitucional, la cual fue reglamentada por el Poder 

Legislativo, el cual lo hizo a su propia concepción de configuración 

normativa. A todo, lo más recomendable es que los procesos 

constitucionales integren un único cuerpo normativo, el cual sea 

independiente en su normatividad, completamente diferente a los 

ordenamientos, que terminan por establecer las relaciones procesales entre 

particulares, las cuales consideran por lo general a la legalidad ordinaria. 

Porque todo esto deriva, para que la ciudadanía la conozca de mejor 

manera, además de conocer todo lo concerniente al juicio de amparo.  

  En lo que respecta a Colombia, el control directo de constitucionalidad 

resulta figurado, mencionando la figura que su Corte Constitucional destaca 

por poseer un activismo judicial que respeta las competencias de los demás 

poderes del Estado, así lo establece la Constitución de 1991. Así emite 

generalmente, resoluciones consideradas emblemáticas en lo que respecta 

a su calidad argumentativa. 

  En Chile, su Carta Fundamental establece en su artículo 93 N°7, en lo 

que respecta al acto de inconstitucionalidad que “es atribución del Tribunal 

Constitucional: Solucionar apelando a la mayoría de los cuatro quintos de 

sus integrantes en ejercicio, la inconstitucionalidad de un precepto legal 

declarado inaplicable", y lo complementa el inciso 12, el cual dice: ...una vez 

resuelta en sentencia previa la declaración de inaplicabilidad de un precepto 

legal, conforme al número 6° de este artículo, habrá acción pública para 

requerir al Tribunal la declaración de inconstitucionalidad, sin perjuicio de la 

facultad de éste para declararla de oficio. 

  En nuestro país, la institución máxima de interpretación de leyes, 

conocida como Tribunal Constitucional, constituye la última instancia a la que 
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se apela. Su labor es reconocida por todos, gozando de amplia aceptación 

por la mayoría de la población peruana. Su función la aplica correctamente, 

es decir; los derechos constitucionales de los ciudadanos son defendidos y 

protegidos mediante el desarrollo de procesos constitucionales que resultan 

ser los más adecuados. Así, cualquier peruano o peruana, puede expresar 

su queja con total libertad y así requerir la tutela de sus derechos 

fundamentales, recurriendo al uso de un recurso extraordinario. 

Concluyendo que las garantías constitucionales se cumplen siempre y 

cuando exista un Tribunal Constitucional totalmente independiente, probo e 

íntegro. Si bien es cierto, los ciudadanos peruanos en gran mayoría no 

comprenden mayormente los tecnicismos jurídicos existentes en el texto 

constitucional, no significa esto que debe quedar así, por lo tanto, es misión 

de este tribunal que lo entiendan, además que se debe respetar la 

Constitución porque estamos en un gobierno democrático. 

  Existe el conocido Pacto de San José, que es la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, donde en su artículo 23, expresa: 

 “Artículo 23. Derechos Políticos 

 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades: 

 c) De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 

públicas de su país. 

 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades 

a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, 

nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 

condena, por juez competente, en proceso penal”. 

  La Constitución peruana afirma, en su: 
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 Garantizando también los derechos: 

 “Artículo 16. Libertad de Asociación 

 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 

ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, 

deportivos o de cualquiera otra índole. 

 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones 

previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 

interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos o para 

proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los 

demás. 
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2.2 ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 2.1.1 Definición 

   Según Brage (2014) constituye “el derecho que poseen los 

ciudadanos y diversas instituciones del Estado a presentarse ante el 

Tribunal Constitucional y solicitar la tutela respectiva respecto a la 

jurisdicción constitucional” (p. 53). Así la figura de la 

inconstitucionalidad en lo que respecta a su forma, aparece en el 

momento que la norma es dictada por un órgano, el cual se atribuye la 

potestad constitucional con el fin de expedirla, no poseyendo la 

potestad respectiva, o en todo caso, los procedimientos que establece 

la Constitución no se cumplen en lo que respecta a la aprobación de 

las leyes y también a las normas que tienen rango de ley. 

   En el caso que existe incompatibilidad respecto a su contenido 

entre la ley o la norma con rango de ley con cualquier norma que tenga 

el carácter constitucional o que quebrantan lo que expresa el mandato 

del texto constitucional (Bernales, 2011).  

   Por lo que la inconstitucionalidad, ya sea por forma o fondo, 

respecto al principio de jerarquía normativa lo contraviene, lo cual lo 

recoge la Constitución en su artículo 51, el cual expresa que “se 

reconoce el amparo de la tutela de la jurisdicción constitucional a los 

poderes del Estado, órganos constitucionales y de la ciudadanía con el 

fin de incentivar la acción de inconstitucionalidad”. Lo cual también lo 

prescribe en el:  
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 2.1.2 Relación Procesal 

  a) Demandante 

   La Carta Magna señala claramente quienes pueden promover 

acción de inconstitucionalidad en forma legítima:  

 

 

 

 

 

 

 

  5. Cinco mil ciudadanos, previa comprobación del Jurado Nacional de 

Elecciones. En el caso que la ordenanza municipal, se encuentra 

facultado para objetar el uno por ciento de los ciudadanos del 

respectivo ámbito territorial, el porcentaje siempre no debe exceder del 

número de firmas anteriormente señalado. (Más de cinco mil 

ciudadanos). 

  6. Los presidentes de Región previo consenso del Concejo de 

Coordinación Regional, o los alcaldes provinciales previo acuerdo de 

sus concejales, en temas que le corresponden, es así, que los 

Concejos Distritales, acceden al derecho de demandar 

inconstitucionalidad de norma jurídica. 

  7. Los colegios profesionales. La Ley N° 28237 Código Procesal 

Constitucional, fue adecuadamente reglamentada para en forma 

legítima se pueda realizar la promoción de acciones inconstitucionales, 

la cual señala el artículo 99, conociéndose a esto como 

“Representación Procesal Legal”.  

  i. El Presidente de la República. Puede demandar acción de 

inconstitucionalidad siempre y cuando el Consejo de Ministros haya 

dado su voto aprobatorio. Así éste determina que ministro lo presenta 

y representa. Asimismo, lo puede delegar a un procurador público. 
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  ii. Tanto las autoridades como el Fiscal de la Nación y el Defensor de 

Pueblo, pueden interponer en forma directa la demanda, pudiendo 

participar pero a través de un apoderado. 

  iii. Los congresistas, de acuerdo al art. 94, apartado 4° C.P.P.  

concordante con el art. 76° del CPC, intervienen en el proceso, en 

aplicación supletoria. Esto indica una representación del 25% del total 

legal de congresistas. 

 

 

  Así por la resolución respectiva se nombra, se convertirá en uno de los 

abogados y se le certifica su personería de apoderado común. En caso 

la persona no acepte esta designación o no desee que le siga 

representando, tiene la potestad de litigar en forma separada. Así, si el 

apoderado común renuncia o se le revoca el poder, hasta que se 

designe uno nuevo sigue con la misma designación, siendo necesario 

que se apersone al proceso. 

  iv. Los ciudadanos. Son cinco mil o en el caso de ordenanza municipal, 

viene a ser el uno por ciento de los ciudadanos que componen la 

jurisdicción provisional, eso sí, no debe pasar de cinco mil, 

comparecerán mediante representación delegada a uno de los 

abogados defensores. 

  v. Los Presidentes Regionales y Alcaldes Provinciales. Pueden actuar 

por sí solos o a través de un apoderado y patrocinado de un abogado, 

previo acuerdo del Consejo de Coordinación y del Concejo Municipal 

respectivamente. 

  vi. Los Colegios Profesionales. El decano recibe la representación por 

acuerdo de junta directiva, además debe ser patrocinado por un 

abogado. 
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  b) Demandado 

    Puede ser el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo, los Gobiernos 

Regionales y los Gobiernos Municipales (Provinciales). Se presenta al 

proceso el órgano que ha sido demandado, siendo necesario que de a 

conocer su alegato de defensa de la impugnación a la norma 

presentada, la realiza el apoderado nombrado, tal como se señala en 

el último apartado del art. 99° del C.P. Constitucional. 

   

 

 

 2.1.3  Procedimiento 

 2.1.3.1 La demanda 

   a)  Plazo para promover acción 

     El plazo es de seis años para interponer la demanda de 

inconstitucionalidad, todo computado desde que es publicado; en el 

caso de los tratados es dentro de los seis meses. Cuando los plazos 

se vencen, la pretensión prescribe, por lo que se extingue el derecho 

de promover acción de inconstitucionalidad y de ser promovidas fuera 

del plazo previsto en este Código art. 100, por lo que se declara 

improcedente la demanda. 

     Formulándose la pregunta: ¿Las normas jurídicas con categorías 

de leyes y ordenanzas de carácter general anticonstitucionales 

quedan legitimadas en su vigencia a pesar de ser incompatibles con 

la constitucionalidad? La Constitución, también previó estos casos a 

través de los art. 51° y 138°, por lo que se les declara inaplicables a 

través del control difuso (facultad) de la constitucionalidad. Es decir, 

la Constitución prevalece sobre la ley y ésta sobre cualquier otra de 

inferior jerarquía. Esto quiere decir, si los jueces al dar su veredicto 

respectivo en casos particulares y hallando presente la figura de 

incompatibilidad entre la norma legal o administrativa respecto a la 
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norma constitucional, tienen obligadamente que sentenciar como 

inaplicable en ese caso singular, eso sí, la norma tiene que seguir 

vigente. Se concluye, que el derecho de promover acción de 

inconstitucionalidad, es afectada solamente por la prescripción, 

siendo imprescriptible el control difuso sobre las normas favorecidas 

por la prescripción, de acuerdo como lo señala la Constitución por 

mandato imperativo. 

    

    

 

 

      Los jueces se deciden en primer lugar por la prevalencia de la 

norma constitucional sobre la legal, en el caso de incompatibilidad. Lo 

mismo sucede, en el caso frente a otra norma de rango inferior. 

   d) Presupuestos de admisibilidad 

     La demanda contendrá los respectivos presupuestos de 

admisibilidad prescritos por los arts. 101°y 10° del C.P. Const., siendo 

éstos:  

  1) El respectivo domicilio legal y procesal e identidad de las personas 

u órganos que interponen la demanda. 

  2) En forma precisa debe ser impugnada la norma. 

  3) La pretensión debe constar de los fundamentos que la sustentan. 

  4) Los documentos deben estar correctamente enumerados. 

  5) Dar a conocer al apoderado designado, si es que existiere. 

  6) Se debe consignar la fecha de publicación de la norma (copia) 

objeto de la demanda. 

  7) Los anexos se acompañan a la demanda según el caso: 

  a) En el caso que el Presidente de la República sea el demandante 

se debe presentar la certificación respectiva del acuerdo tomado en 

reunión de ministros. 
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  b) Se debe adjuntar las firmas del 25% del número legal de Congresistas 

debidamente certificadas por el Oficial Mayor del Congreso; 

  c) De acuerdo al artículo 203 inciso 5) de la CPP, el Jurado Nacional 

de Elecciones debe certificar en los formatos que otorgue el 

Tribunal, y según el caso, si los actores son cinco mil ciudadanos o 

el uno por ciento de los ciudadanos del respectivo ámbito territorial; 

  d) El acuerdo tomado por cada Colegio Profesional (Junta Directiva) 

debe ser certificado; o 

  e) En caso que el Presidente de Región o Alcalde Provincial 

constituyan los actores respectivos, cada entidad respectiva, caso 

Consejo de Coordinación Regional o en el Concejo Provincial, 

deben certificarlo. 
 

c) Calificación de la demanda 

  El plazo es de diez días para que el Tribunal se pronuncie sobre la 

calificación de la demanda, computada desde que es recepcionada en la mesa 

de partes. Siendo el resultado de la calificación de: 

i. Improcedencia liminar 

  Si es que se halla inmersa dentro de las hipótesis prescritas por el art. 104 

del C.P. Const. El Tribunal dará a conocer la resolución con su debida motivación 

dando a conocer la improcedencia de la demanda. Siendo ésta inimpugnable 

(impugnada), pero esto no significa que no se tenga derecho al recurso de 

revisión, el cual será resuelto por el mismo Tribunal. 
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El Tribunal, en todos estos casos en resolución debidamente motivada e 

inimpugnable procederá a declarar que la demanda es improcedente. 

 
 

ii. Inadmisibilidad de la demanda 

 En el caso que se observe que no existan los requisitos mínimos exigidos 

por el art. 101 del C. P. Const., o que no se acompañen los anexos prescritos 

por el art. 102 del mismo Código, el Tribunal declarará la inadmisibilidad de la 

demanda. Por lo que el plazo otorgado por el Tribunal, no mayor de cinco días 

para que se subsane las omisiones advertidas. En el caso que no suceda así, el 

Tribunal formulará la resolución con su debida motivación, declarando 

improcedente, siendo la resolución es inimpugnable. 

 El término improcedente lo señala la última parte del art. 103 del C.P. 

Const., expresión que no es apropiada, correspondiendo doctrinariamente la 

expresión inadmisible, por la razón siguiente: si cinco días no bastan para 

subsanar los requisitos y si el plazo de prescripción no ha vencido, es potestad 

del órgano constitucional volver a demandar acción de inconstitucionalidad, 

porque tiene todo el derecho de hacerlo. Este artículo también prescribe las 

hipótesis de inadmisibilidad, y señala a la letra: 

      

 

 

 

 

 

 

 

Si es posible subsanar, en caso el requisito se omita, por lo que el Tribunal otorga un 

plazo que no pase de cinco días. Luego de pasar el plazo, si no es subsanado el 

defecto de inadmisibilidad, el Tribunal procede a declarar la improcedencia de la 

demanda y da por concluido el proceso, emitiendo su respectiva resolución 

debidamente motivada e inimpugnable. 
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iii. Admisibilidad y emplazamiento 

 De conformidad a los supuestos prescritos por el art. 107, primera parte del 

C.P. Const. la notificación será realizada, previa calificación de la demanda por 

parte del Tribunal, al señalar que reúne los requisitos de admisibilidad, y así 

admite a trámite la demanda de inconstitucionalidad y concede a la parte 

demandada el plazo de treinta días para contestar la demanda.  

 

 
d) Contestación de demanda y vista de la causa 

 La emplazada tiene 30 días de plazo los cuales son contados al día 

siguiente de notificada para contestar la demanda, si el plazo vence, 

simplemente el Tribunal dará por contestada la demanda o la declarará en 

rebeldía, señalando mediante resolución el día y hora para la vista de la causa, 

la que está comprendida a realizarse dentro de los diez días siguientes al 

vencimiento del plazo para contestar la demanda. Siendo regulada por la última 

parte del art. 107 del C.P. Const. 
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e) Informes orales 

 Los abogados se encuentran facultados para realizar informes orales en la 

vista de la causa, solicitando dentro del plazo de tres días de notificados con la 

resolución que señala día y hora para la vista de la causa. 

 

f) Impulso de oficio e improcedencia del abandono 

 Es obligación del Tribunal dinamizar el proceso ex oficio sin necesidad del 

impulso procesal de parte, una vez admitida la demanda de inconstitucionalidad. 

Siendo el proceso imposible de detenerse debido a la inactividad procesal de los 

litigantes, salvo algunas excepciones que el juzgador no puede reemplazar por 

la dinámica procesal en la Teoría Procesal Civil Empresarial, pero referente a 

garantías constitucionales el impulso es de oficio especialmente en el proceso 

de acción de inconstitucionalidad. 

 Por lo que no procede el abandono en los procesos de garantías 

constitucionales con el proceso de acción de inconstitucionalidad, solamente 

concluye el proceso con sentencia. 

 El art. 106 del C.P. Const. refiere como norma imperativa el impulso de 

oficio y la conclusión del proceso solamente con sentencia: 

 

Artículo 106.- Efecto de la Admisión e Impulso de oficio 

Admitida la demanda, y en atención al interés público de la pretensión discutida, 

el Tribunal Constitucional impulsará el proceso de oficio con prescindencia de la 

actividad o interés de las partes. 

El proceso sólo termina por sentencia. 

g) La Sentencia 

a) Plazo 

 
 Así dentro de los treinta días después de vista la causa, se procederá a 

emitir la sentencia, tal como prescribe el art. 108 del C.P. Const. Será publicada 

en el diario oficial, tal como señala el art. 204° del Constitución Política del 

Estado, produciéndose los supuestos siguientes: 
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a.1 Si la sentencia declara fundada la demanda de inconstitucionalidad de la 

norma en todo o en parte, al día siguiente de la publicación, la norma queda sin 

efecto jurídico, sin efecto retroactivo. 

 

 El Tribunal Constitucional, respecto a la retroactividad de la sentencia de 

inconstitucionalidad de la norma, estableció jurisprudencia sobre esta materia. A 

través del EXP. N.° 0024-2003-AI/TC (31 de octubre del 2005): donde señala 

que “Las sentencias sobre demandas de inconstitucionalidad, conflictos 

competenciales y cumplimiento, en principio, no tienen efectos retroactivos. Las 

sentencias de inconstitucionalidad sobre materias tributarias, deben abarcar la 

determinación de sus efectos en el tiempo (pueden tener efecto retroactivo, así 

como conceder el derecho a reabrir procesos concluidos). Las sentencias de 

inconstitucionalidad en materia penal pueden tener efecto retroactivo y conceder 

el derecho a reabrir procesos. Se pueden aplicar con efecto retroactivo todas las 

sentencias sobre demandas de hábeas corpus, amparo y hábeas data”. 

 
a.2 La norma jurídica mantiene su validez por encontrarse dentro de la 

constitucionalidad, en el caso que la sentencia declare la constitucionalidad de 

la norma e infundada o improcedente la demanda. 

 

h) Efectos sobre normas conexas 

 Rodríguez (2005) refiere que “Ante la presencia de otras normas jurídicas 

las cuales no han sido declaradas inconstitucionales por el Tribunal, no 

presupone que la sentencia y sus efectos podrían dejar de ser vigentes frente a 

normas en alguna forma conexas con el asunto de fondo discutido en el proceso 

de inconstitucionalidad. Las normas objeto de impugnación cuando son emitidas 

y declaradas inconstitucionales, dejan de tener sustento jurídico aquellas normas 

que de alguna manera pudieran ser incompatibles con ésta, por lo que los 

efectos de esta sentencia deben ser acatados obligadamente por todos los 

demás poderes públicos”. 

 

i) El control constitucional de las leyes derogadas 

 Según Rodriguez (2005), esta jurisprudencia estableció doctrina 

jurisprudencial constitucional respecto al actuar del Tribunal Constitucional 

acerca de los efectos que pueden ocasionar las leyes derogadas incompatibles 
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con la constitucionalidad. Respecto a este tema, son dos supuestos en los que 

se basa el Tribunal Constitucional: 

1. Cuando la norma en cuestión continúa desplegando efectos jurídicos; y 

2. Cuando, a pesar de no estar surtiendo efectos, la sentencia de 

inconstitucionalidad puede alcanzar a los efectos que la norma cumplió en el 

pasado. 

 

j)  Efectos de retroactividad 

 En aplicación de los principios del indubio pro reo y el indubio pro 

contribuyente los efectos también son retroactivos respecto a la 

inconstitucionalidad de las normas (sentencias).  

 En el segundo caso, el 2° apartado del art. 74° de la Constitución Política de 

1993, se le interpreta como que las normas tributarias no pueden ser 

dictadas contrarias respecto a los principios de reserva de la ley, de igualdad 

y respeto a los derechos fundamentales de la persona. 

 

k)  La inexigibilidad de la norma 

  No procede el uso del término derogación en el Derecho Procesal 

Constitucional, cuando la sentencia declara fundada la demanda de 

inconstitucionalidad. Porque el Tribunal Constitucional es el que declara la 

inconstitucionalidad, dejando sin efecto jurídico la norma. Porque se conoce 

que el Poder Legislativo es el único que puede derogar una ley por otra. 

 
  La sentencia de inconstitucionalidad declara su ineficacia jurídica y deja 

sin efectos a partir de la publicación de la sentencia, a esto la doctrina la 

denomina Poder Político Negativo. Quedando sin efecto la ley o norma con 

carácter de ley, a del día siguiente de su publicación en El Peruano. 

 
2.3 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 2.3.1 Concepto 

   García (2005) afirma que el Tribunal Constitucional (TC) es el 

órgano autónomo e independiente, que realiza el control de la 

constitucionalidad. Si en el caso se presentaren leyes o actos de los 

diferentes órganos del Estado que pretendiesen perjudicarlo, 
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inmediatamente se encarga de defender el principio de supremacía 

constitucional. 

   Es el órgano que deslinda los procesos de Garantías 

Constitucionales, ejercidas en todo el país por medio del Recurso 

Extraordinario de Revisión y los conflictos de competencias (Landa, 

2009). 

   El TC es la entidad máxima que se encarga de interpretar y ejercer 

control sobre la constitucionalidad. Goza de autonomía e 

independencia, porque simplemente no depende de ningún órgano 

constitucional. Solamente la Constitución lo somete a través de la Ley 

Orgánica Nº 28301. 

 2.3.2 Función 

   De acuerdo al art. 202 de la CPP, el TC, es el órgano cuya función 

es la de revisar (única instancia) las leyes que son sometidas a 

acciones de inconstitucionalidad. También su función comprende la 

revisión “en última y definitiva instancia” de sentencia judicial que haya 

realizado la denegación de hábeas corpus, demandas de amparo, 

hábeas data y acciones de cumplimiento. Siendo su función también 

tener conocimiento acerca de los conflictos de competencia o de 

atribuciones que otorga la Constitución (C.P.P. 1993, 2014). 

   Así su competencia es la siguiente: 
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   Se conoce que la regulación de los procesos constitucionales es 

a través del Código Procesal Constitucional, Ley Nº 28237 (Diario 

Oficial El Peruano, 2012), previstos en los artículos 200 y 202, inciso 

3), de la Constitución. Donde los siguientes procesos que se distinguen, 

son: 

  1. Habeas Corpus. 

  2. De Amparo. 

  3. Habeas Data. 

  4. De Cumplimiento. 

  5. De Inconstitucionalidad. 

  6. Competencial. 

  7. De Acción Popular. 

 
2.3.3 Composición y requisitos para ser magistrado del Tribunal 

Constitucional 

   El artículo 8° de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, señala 

la conformación que debe tener, y son siete, los que son elegidos por el 

Congreso, a través de una votación, debiendo contar mínimamente con 

dos tercios del total de congresistas, en estos tiempos, por lo menos 

deben ser 80 parlamentarios (total de 130) (Cáceres, 2012). 

   Los requisitos para pertenecer al Tribunal, son los mismos exigidos 

para ser Vocal de la Corte Suprema (art. 201°). Mencionando: Ser 

peruano de nacimiento, ser ciudadano en ejercicio, tener más de cuarenta 

y cinco años y, haber sido magistrado de la Corte Superior o Fiscal 

Superior durante diez años, o haber ejercido la abogacía o la cátedra 

universitaria en materia jurídica durante quince años. Todos señalados en 

el artículo 11º de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (Cáceres, 

2012). 

   Respecto a la nacionalidad, este requisito es necesario acreditarlo 

con partida de nacimiento donde conste haber nacido dentro su territorio. 

También se consideran como peruanos, por el artículo 52° de la C.P.P., a 

los peruanos que hayan nacido fuera del territorio frutos de padre o madre 
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peruanos, y que hayan realizado su respectiva inscripción durante su 

minoría de edad. 

   Siendo mayor de edad (18 años) es requisito para ejercer ciudadanía 

y lo certifica el Documento Nacional de Identidad. Conociéndose que la 

ciudadanía es el vínculo político entre un ser humano y el Estado. La 

C.P.P. en su artículo 53°, por resolución judicial de interdicción se 

suspende la ejercitación de la ciudadanía. 

  Todas estas condiciones, las amplía el Tribunal a través de su art. 12°, 

donde señala también como causas de impedimento:  

 

  

 

 

 

 

2.4 Reglamento del Congreso de la República 

  Indica su organización y funcionamiento, indica los derechos y deberes 

de los parlamentarios, además de regular sus procedimientos  (Chávez, 

2012). 

2.5 Los Grupos Parlamentarios 

  Abarcan todos los parlamentarios elegidos democráticamente, su 

conformación involucra a congresistas elegidos a través de una misma lista, 

por lo tanto “deben” compartir las mismas ideas, intereses y respetar sus 

reglas. Cada grupo, tiene su propio reglamento interno, siendo registrados 

en la oficialía mayor. Gozando del derecho a tener personal, los respectivos 

recursos y los ambientes respectivos para desarrollar sus funciones 

(Bernales, 2011). 
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2.6 Alianzas electorales 

  Viene a ser la unión temporal que realizan dos o más agrupaciones 

políticas, con el objetivo de competir electoralmente, para lo cual la 

candidatura es la misma en cualquiera de los niveles correspondientes de 

gobierno, sea nacional, provincial o local. Las agrupaciones independientes, 

en el Perú, poseen el derecho a realizar alianzas (Taboada, 2014). 

 

  



27 

III. ANÁLISIS DEL PROBLEMA 

 

El Tribunal Constitucional declaró inconstitucional la Resolución 

Legislativa del Congreso Nº 007-2016-2017-CR, que modificó el Art. 37.5 del 

Reglamento del congreso, que vulneraba derechos constitucionales al 

establecer: “Si los parlamentarios se han retirado, renunciado, separado o 

expulsados de su respectiva agrupación parlamentaria, están imposibilitado de 

formar otro grupo parlamentario, ni tampoco pueden integrarse a otro”. 

Señalando que se vulnera el derecho que se tiene a la libertad de 

conciencia señalado en el art. 2.3 de la Constitución del Estado Peruano, cuando 

se cataloga como tránsfuga y se sanciona al parlamentario que decide cambiar 

de grupo parlamentario, ya sea por sus razones de tipo político o ideológico. 

Basándose en esta proposición, tomó la decisión de considerar 

constitucionalmente válido, el acto que ejerce un parlamentario cuando se 

separa "por razones como que su partido cambia su orientación ideológica, por 

la mutación ideológica personal, su partido desaparece o sufre una grave crisis, 

o por discrepancias irreconciliables con la alta dirección de su partido o su 

agrupación parlamentaria”. 

Además, añade que también se transgrede el derecho a libre asociación, 

establecido por el art. 2.13 de la Constitución, cuando se señala que se está 

ejerciendo la opción de obligar a los congresistas de un partido político y una 

bancada parlamentaria a quedarse contra su propia voluntad, con el agravante 

de la prohibición de formar o pertenecer a otro grupo parlamentario. 

También al imposibilitar a los parlamentarios a que se integren a otra 

representación grupal congresal, partido político o alianzas políticas, sin tomar 

en cuenta las razones que impulsaron la decisión, por lo tanto, atenta contra el 

derecho a tomar parte de la vida política de la nación, que está estipulado en el 

art. 2,17. de la Constitución. 

También limita o recorta los derechos congresales, sin tipificar o definir 

previamente la conducta reprochable (transfuguismo) en el Reglamento del 

Congreso, dando lugar a que se sancione de manera indiscriminada, cualquier 
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acto de disidencia. Así, se está vulnerando el principio de legalidad en su 

dimensión de taxativa, de acuerdo al art. 2,24.d. de la Constitución. 

Cuando se impone la permanencia en un grupo parlamentario, se está 

limitando la libertad de acción política y la labor parlamentaria del congresista 

como representante de la nación. 

Por todas estas causales, las disposiciones impugnadas fueron 

declaradas como inconstitucionales y expulsadas del ordenamiento jurídico", de 

acuerdo a la sentencia del Tribunal Constitucional. 
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CONCLUSIONES 

 

 El Tribunal Constitucional declaró inconstitucional la Resolución Legislativa 

del Congreso Nº 007-2016-2017-CR, que modificó el Art. 37.5 del 

Reglamento del congreso, que vulneraba derechos constitucionales, porque 

se vulnera el derecho que se tiene a la libertad de conciencia señalado en el 

art. 2.3 de la C.P.P. 

 

 La acción de inconstitucionalidad se basó legalmente en la C.P. de 1993, Ley 

Orgánica del Tribunal Constitucional, así como en el Código Procesal 

Constitucional. Siendo uno de los mecanismos a los que se recurre para 

ejercer la defensa de la Constitución de manera estricta a través de los 

órganos jurisdiccionales pertinentes. 

 

 El Tribunal Constitucional, es el encargado de juzgar la acción de 

inconstitucionalidad de las leyes, quien determina si una norma con rango de 

ley es incompatible con la Constitución. Además, poseen legitimidad para 

plantearla, de acuerdo al artículo 203 de la Constitución Política del Estado. 

Siendo la referida acción, un mecanismo de control posterior de las normas, 

pues solo se da a partir de la promulgación de los mismos. 

 

 La acción de inconstitucionalidad basándose en la jurisdicción constitucional 

pretende la declaración por parte del Tribunal Constitucional, de la 

inconstitucionalidad de una norma jurídica, en uso del control concentrado y 

con efectos erga omnes para expulsarla definitivamente del sistema jurídico. 
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RECOMENDACIONES 

 

- Debe descentralizarse en todo el país, oficinas o despachos del Tribunal 

Constitucional, pues resulta absurdo que dado el rol que cumple como 

máximo intérprete de la Constitución y tutela de la acción a plantear, tenga 

que ser limitado acceder a este órgano supremo. 

 

- Según el art. 203, numeral 5 de la Constitución Política del Estado, establece 

como requisito 5,000 ciudadanos con firmas comprobadas por el Jurado 

Nacional de Elecciones para interponer una acción de inconstitucionalidad. 

Requisito que con todo respeto, creo es algo exagerado en lo normativo 

frente a la sociedad civil, porque se observa una desventaja para los 

ciudadanos, los cuales desean ejercer una auténtica, original y legítima 

tutela en defensa de la Constitución. Por lo tanto, se debe flexibilizar este 

requisito a fin de no desnaturalizar la participación e intervención de la 

ciudadanía en el control abstracto de normas que colisionan con la 

Constitución. Es por ello, que el ciudadano no debe ser condicionado de 

ninguna manera a través de estos requisitos innecesarios, que son 

observados más bien, como obstáculos. 
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INFORME DE LA SENTENCIA EMITIDA POR EL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL RECAIDA EN EL EXP. N° 0006-2017 DE ACCION DE 

INCONSTITUCIONALIDAD PROMOVIDA POR EL NUMERO LEGAL DE LOS 

CONGRESISTAS CONTRA EL PRESIDENTE DEL CONGRESO. 

Con fecha 25 de abril del 2017, más del veinticinco por ciento (25%) del número 

legal de congresistas interponen demanda de inconstitucionalidad contra 

diversas disposiciones del Reglamento del Congreso que fueron modificadas 

por la Resolución Legislativa 007-2016-2017- CR, la llamada Ley Antitránsfuga. 

  

1. Argumentos de la demanda: 

a) Solicitan se declare la inconstitucionalidad del artículo 22.d del 

Reglamento del Congreso, modificado por el artículo 1 de la Resolución 

Legislativa 007-2016-2017 CR, porque contraviene el principio derecho de 

igualdad (art. 2.2 de la constitución), toda vez que regula un tratamiento 

diferenciado al establecer que los congresistas que no tengan grupo 

parlamentario no pueden postular a cargos de la Mesa Directiva del 

Congreso o de las Comisiones o ser designado miembro de la Comisión 

Permanente o del Consejo Directivo, a diferencia de los congresistas que si 

pertenecen a un grupo parlamentario, quienes si pueden postular a tales 

cargos. 

Asimismo, el art. 22.d del referido Reglamento es inconstitucional porque 

contraviene el segundo párrafo del artículo 95 de la Constitución, toda vez que 

limita de manera definitiva el libre accionar parlamentario de los congresistas 

que no tienen grupo parlamentario y que, en los hechos, constituyen una sanción 

encubierta, lo cual vulnera el carácter temporal de las sanciones 

parlamentarias. 

 

b) También sostienen que el artículo 37.4 del Reglamento del 

Congreso modificado por el art. 1 de la Resolución Legislativa 007-2016-

2017-CR es inconstitucional porque contraviene la prohibición de mandato 

imperativo (artículo 93, primer párrafo de la Constitución), así pues de un 
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lado, se sostiene que el reglamento de una bancada parlamentaria, a 

diferencia del Reglamento del Congreso, no es una norma jurídica y por lo 

tanto carece de ius imperiun de las normas jurídicas, para obligar o vincular 

a los congresistas. Y de otro lado, se sostiene que el reglamento interno de 

una bancada parlamentaria, a diferencia del Reglamento del Congreso, no 

puede obligar o limitar la acción política y labor parlamentaria de un 

congresista que se encuentra inmune a los mandatos imperativos. Si se 

introduce en el Reglamento del Congreso una norma que haga vinculante 

a los reglamentos d los grupos parlamentarios, esta norma resulta 

inconstitucional. 

 

c) Referente al Art. 37.5 del Reglamento del Congreso, incorporado 

por el artículo 2 de la Resolución Legislativa 007-207-2017 CR, es 

inconstitucional porque contraviene los artículos 2.3, 2.13, 2.17, 2,24.d y 93, 

primer párrafo de la Constitución, así, se sostiene que: 

i. Catalogar como tránsfuga y sancionar al congresista que cambia 

de bancada por razones políticas o ideológicas vulnera el derecho a la 

libertad de conciencia (art. 2.3 Const.) 

ii. Obligar a los parlamentario de un partido político y una bancada 

parlamentaria a permanecer en ella contra su voluntad, con el agravante 

de la prohibición de formar o pertenecer a otro grupo parlamentario, 

vulnera el derecho de libre asociación (art. 2.13 Const.) 

iii. Impedir participar en otro grupo parlamentario por el hecho de 

haber renunciado o haberse retirado de un grupo parlamentario, partido 

político o alianza política sin considerar las motivaciones para la decisión 

vulnera el derecho a la participación en la vida política de la nación ( art. 

2.17 Const.). 

iv. Limitar o recortar los derechos congresales, sin tipificar o definir 

previamente la conducta reprochable (transfuguismo) en el Reglamento 

del Congreso, da lugar a que se sanciones de manera indiscriminada 

cualquier acto de disidencia, lo cual vulnera el principio de legalidad en 

su dimensión de taxatividad (art. 2.24d Const.). 

Asimismo, el referido artículo 37.5 del Reglamento del Congreso en cuestión es 

inconstitucional porque contraviene el primer párrafo del artículo 93 de la 
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Constitución, toda vez que impone la permanencia en un grupo parlamentario, 

limita la libertad de acción política y la labor parlamentaria del congresista como 

representante de la Nación, lo cual vulnera la prohibición del mandato 

imperativo. 

 

Admitida la demanda el TC corre traslado al Presidente del Congreso para que 

en el plazo de 30 días absuelva el traslado de la demanda, El Congreso 

representado por el Procurador Público contesta la demanda solicitando al TC 

para que declare infunda en todos sus extremos porque no se ha violado la 

constitución y las Resolución Legislativas están conforme al a constitución. 

 

2. Argumentos de la Contestación de la demanda. 

a) Sostiene que el artículo 22.d del Reglamento del Congreso no 

vulnera el derecho a la igualdad estipulado en el (artículo 2.2 de la Const.), 

toda vez que no se han previsto consecuencias jurídicas distintas a 

supuestos de hechos iguales, por lo que la medida impugnada supera el 

test de igualdad. Asimismo, no se vulnera el segundo párrafo del Artículo 

95 por cuanto no suspende en sus funciones a los congresistas que no 

integran un grupo parlamentario. 

 

b) El sometimiento de los congresistas al reglamento interno que 

apruebe cada grupo parlamentario (art. 37.4 del Reglamento del Congreso) 

no vulnera la garantía de la prohibición de mandato imperativo (art. 93 de 

la Const.), toda vez que la importancia del fortalecimiento de los partidos 

políticos reconfiguran la autonomía del congresista en función de la 

estabilidad institucional, que es soporte de una verdadera democracia 

representativa. 

 

c) Respecto a la incorporación del articulo 37.5 al Reglamento del 

Congreso, que limita la libertad de constituir un nuevo grupo parlamentario 

o de incorporarse a uno nuevo a los congresistas que no formen parte de 

una bancada por retiro, renuncia, separación o expulsión: 
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i. no vulnera el derecho de libertad de conciencia, toda vez que la 

medida restrictiva no es excesiva o desproporcional, ya que el grado de 

satisfacción de los principios de democracia representativa y de 

representación proporcional es mayor al grado de afectación de dicho 

derecho. 

ii. No vulnera el derecho de asociación, toda vez que el derecho de 

asociación con fines políticos comprende la libertad de constituir, 

incorporarse y renunciar a una organización política, lo cual no cual no 

aplica para los grupos parlamentario. 

iii. No vulnera el derecho de participación política, que tiene una doble 

dimensión: positiva, que abarca la posibilidad de constituir y afiliarse a 

organizaciones políticas; y una negativa, que faculta a negarse a formar 

parte o retirarse de una organización política, lo cual no aplica para 

grupos parlamentarios; y, 

iv. Tampoco vulnera el principio de legalidad, toda vez que la 

Constitución exige que sea una ley la que establezca la restricción a 

la libertad general, y en este caso, el Reglamento del Congreso tiene 

fuerza y rango de ley, además de la naturaleza orgánica. Si bien el 

artículo 37.5 del Reglamento del Congreso establece limitaciones a los 

congresistas, estas medidas son idóneas para optimizar el principio de 

democracia representativa; por lo tanto, no contravienen la prohibición 

del mandato imperativo. 

 

Reunido el pleno jurisdiccional con cinco votos mayoritarios en favor y dos votos 

singulares en contra emite la sentencia. 

 

3. Fundamentos de la sentencia. 

El Tribunal Constitucional señala: 

a) La prohibición de creación de nuevo grupo parlamentario o de 

adhesión a otro, explicó que sí afecta la libertad de conciencia y la 

inviolabilidad de votos y opiniones de los congresistas, pues la medida solo 

atendía al elemento objetivo del transfuguismo (la separación de un 
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congresista de su grupo parlamentario), dejando de lado el elemento 

subjetivo (la justificación de dicha separación). Estimó que esta medida no 

supera el test de proporcionalidad, porque existen otras alternativas menos 

gravosas y porque la afectación a la libertad de conciencia es grave 

respecto a la satisfacción de los principios de democracia representativa y 

representación proporcional. También consideró que esta prohibición 

afecta la libertad de asociación, pues la naturaleza de las bancadas es 

distinta a la de los partidos políticos y alianzas electorales; la libre afiliación 

o renuncia a un partido político, como manifestación del derecho a la 

libertad de asociación, están contempladas expresamente en el artículo 18 

de la Ley de Partidos Políticos; y, postular como candidato por otro partido 

político se encuentra permitido, aunque la ley establece requisitos. 

b) Sobre el derecho de los congresistas a participar en la vida política 

de la Nación, el Colegiado explicó que la prohibición en debate es 

irrazonable y desproporcionada, toda vez que el correcto ejercicio de la 

función parlamentaria está supeditada casi en su totalidad a la participación 

dentro de un grupo parlamentario. Por lo tanto, la imposibilidad de 

conformar grupos parlamentarios o de adherirse a los ya conformados 

constituye también un impedimento para cumplir otras funciones inherentes 

al mandato representativo. 

c) Sobre los efectos de la sentencia, el Tribunal precisó que, con la 

publicación de su sentencia, deberá permitirse que los congresistas que se 

hubiesen apartado o se aparten de sus respectivos grupos, puedan 

conformar agrupaciones o incorporarse a las ya existentes, con el propósito 

de ejercer en condiciones de igualdad sus funciones como congresistas (lo 

que incluye participar en una nueva deliberación que pueda fortalecer tanto 

a los partidos como al sistema político en su conjunto). Mientras que el 

Congreso no asuma estas tareas, respetando escrupulosamente los 

parámetros explicitados en la decisión, esta habilitación para la 

conformación de nuevos grupos parlamentarios o la incorporación a grupos 

ya existentes cuenta con plena vigencia. 
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En consecuencia, el Tribunal Constitucional declaró fundada en parte la 

demanda y, por lo tanto: 

Inconstitucional el inciso 5 del artículo 37 del Reglamento del Congreso, por 

vulnerar los derechos a la libertad de conciencia, a la participación política y al 

principio de interdicción de mandato imperativo. Asimismo, inconstitucional por 

vulnerar el derecho a la asociación únicamente respecto de las expresiones 

‘Partidos políticos” y “alianzas electorales”. 

Igualmente declara inconstitucional por conexidad los artículos 37, inciso 2 y el 

inciso 2.3 del artículo 76 del ya citado reglamento. 

Por otro lado, el TC declaro infundado la demanda respecto al artículo 37, inciso 

4, del Reglamento del Congreso, debiéndose interpretar que la expresión 

“obligatoriedad” de los reglamentos de los Grupos Parlamentarios no se aplica 

para el ejercicio del voto en conciencia de parte de los congresistas. Además 

declara infundada la demanda de inconstitucionalidad interpuesta contra el 

literal d) del artículo 22 del Reglamento del Congreso. 

 

4. Conclusiones. 

El Tribunal Constitucional, el máximo intérprete de la Constitución declaró la 

inconstitucionalidad de tres artículos del citado reglamento. 

 El primero (el artículo 37 inciso 5): Impedía que un congresista 

conforme o se adhiera a un grupo parlamentario. 

 El segundo (el artículo 37 inciso 2): Decía que los grupos 

parlamentarios conformados por menos de cinco congresistas sean 

considerados grupos especiales, para efectos de presentar proyectos 

de ley. 

 El tercero (el artículo 76 incisos 2 acápite 3): Que regulaba la cantidad 

de congresistas necesarios para aprobar un proyecto de ley. Para el TC, 

estos tres puntos atentan contra la libertad de conciencia y la 

participación política. 

 Con la publicación de este fallo, se debe permitir la conformación de 

nuevos grupos parlamentarios o adhesión a los ya existentes a los 
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congresistas que se aparten o hubiesen apartado de sus bancadas 

originales. También, se permitirá que estos últimos puedan conformar 

comisiones, la Mesa Directiva y que tengan una participación política 

por igual. 
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